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Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Tabasco, a veintisiete de marzo 

de dos mi diecisiete. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Vistos.- Para dictar sentencia definitiva en el 

expediente número 183/2015-S-4, relativo al juicio 

Contencioso Administrativo promovido por los ciudadanos ***, 

en contra del Secretario,  Subsecretario, Director General 

Operativo, Jefe del Departamento de sanciones y Supervisor 

Jorge Alberto López Ascencio, todos de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes del Estado, y; 

 
- - - - - - - - - - - - - -R E S U L T A N D O S- - - - - - - - - - - - - -  

 
1. Demanda.- Los ciudadanos *** y ***, promovieron 

juicio contencioso administrativo en contra del Secretario, 

Subsecretario, Director General Operativo, Jefe del 

Departamento de Sanciones y Supervisor Jorge Alberto 

López Ascencio, todos de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes del Estado, de quienes reclamó: 

 
“A).- El ACTA DE SUPERVISIÓN O VIGILANCIA NÚMERO *** levantada 
a las 17:35 horas del día *** al vehículo marca ***, Tipo ***, Modelo ***, 
Color ***, Motor *** con número de Serie *** y Placas ***, por el C. ***; 
supervisor o comisionado de la SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y 
TRANSPORTES DEL ESTADO. En cumplimiento al oficio de comisión 
número *** de fecha ***. Toda vez que dicha acta no se levantó con las 
formalidades establecidas en el artículo 164 del Reglamento de Ley de 
Transporte para el Estado de Tabasco y 137 de la citada Ley; se 
asentaron hechos falsos, toda vez que el vehículo situado no se 
encontraba realizando ningún servicio público y se procedió a ordenar la 
detención de dicho vehículo violando las garantías individuales de los 
suscritos  y en especial lo dispuesto por el artículo 14 Constitucional, que 
establece que: Nadie Podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho.  

 
B).- La omisión de las autoridades demandadas de calificar las actas de 
supervisión *** levantada a las 17:35 horas del día *** al vehículo marca 
***, Tipo ***, Modelo ***, Color ***, Motor *** con número de Serie *** y 
Placas ***, por el C. ***; supervisor o comisionado de la SECRETARÍA DE 
COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO. 
 
C).- La detención arbitraria e ilegal del vehículo marca ***, Tipo ***, Modelo 
***, Color ***, Motor *** con número de Serie *** y Placas ***, por el C. ***; 
supervisor o comisionado de la SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y 
TRANSPORTES DEL ESTADO. Propiedad de las suscritas las CC. *** y 
*** vez que dicha unidad se encuentra detenida, sujeta a un procedimiento 
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de supervisión, sin que hayan cumplido las formalidades esenciales del 

procedimiento”. (Sic.) Consultable en la foja 2 de autos.- - - 
- - - - - - - - - - - - - -  
2.- Emplazamiento.- Admitida a trámite la demanda, se 

ordenó correr traslado y emplazar a las autoridades 

señaladas como responsables Secretario,  Subsecretario, 

Director General Operativo, Jefe del Departamento de 

sanciones y Supervisor Jorge Alberto López Ascencio, todos 

de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del 

Estado; así como al RETEN DE GRÚAS PEREZ, señalado 

como tercero perjudicado, quién omitió comparecer a juicio. 

Compareciendo únicamente las demandadas, como consta a 

páginas 69 a la 93 del expediente.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

3.- Trámite.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 81 

de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se llevó a 

efecto la audiencia final en la que se admitieron y se 

desahogaron las pruebas ofrecidas por las partes, 

haciéndose constar que ninguna de las partes presentó 

escrito de alegatos; ordenándose desde ese momento dictar 

sentencia, misma que hoy se pronuncia, de acuerdo a las 

cargas de trabajo de la Sala, que así lo permitieron, y; 

 

- - - - - - - - - - - - C O N S I D E R A N D O S - - - - - - - - - - - - - 

 

I.- Competencia.- Esta Cuarta Sala del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en el Estado de Tabasco, es 

competente para resolver en definitiva el presente negocio en 

términos de lo dispuesto en los artículos 1, 8.1 y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1 primer, 

segundo párrafo y tercer párrafo, 14 segundo párrafo, 16  

primer párrafo y 17 segundo párrafo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 16, 30, 36, 38, 

39, 81, 82, 84, 85 y 86 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   
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II.- Agravios.- El actor hizo valer como agravios, los 

siguientes: 

 
“Causa agravios a los suscritos el hecho de que las Autoridades 
demandadas hayan levantada al vehículo marca **+, Tipo ***, Modelo ***, 
Color ***, Motor *** con número se Serie *** y Placas ***,  propiedad de las 
suscritas *** y ***.  Toda vez que conforme al artículo 14 de la Constitución 
General de la Republica, Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades posesiones o derechos sino mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 
anterioridad al hecho. Sin embargo las autoridades demandadas nos e 
ajustaron al procedimiento establecido por el artículo 164 del Reglamento 
de la Ley de Transporte para el Estado de Tabasco y 137 de la citada Ley. 
 
En efecto, el artículo 164 del Reglamento de la Ley de Transporte para el 
Estado de Tabasco establece lo siguiente:   
 
“…Artículo 164.- La Secretaría contara con supervisores del servicio de 
transporte público, quienes tendrán la obligaciones siguientes: 
I.- Acreditar los cursos de capacitación y actualización que determine la 
Secretaría;  
II.- Portar en lugar visible la identificación oficial con fotografía vigente, 
expedida por la Secretaría;  
III.- En todas y cada una de las actuaciones que desempeñen en el 
ejercicio de su función, deberán mostrar el oficio de comisión que 
establezca el objeto de la supervisión;  
IV. Identificarse plenamente al momento de la supervisión del servicio de 
transporte público;  
V. Tratar con amabilidad y respeto a las personas ya los conductores de 
los vehículos a supervisar;  
VI. Observar estrictamente el procedimiento establecido en la Ley, este 
Reglamento y demás disposiciones normativas aplicables al llevar a cabo 
las visitas de inspección;  
VII. Entregar a su superior inmediato las actas levantadas, en un plazo no 
mayor a 24 horas; y  
VIII. Verificar que la prestación del servicio de transporte público y privado 
cumplan con las disposiciones de la Ley, de este Reglamento, del título de 
concesión o del permiso y demás ordenamientos legales aplicables.  
La función de supervisión y vigilancia, así como las revisiones aleatorias o 
por denuncia ciudadana, podrán también ser realizadas con el auxilio de 
personal de la Policía Estatal de Caminos, o de personal de los órganos 
de vialidad y tránsito de los municipios conforme al convenio que se 
realice…”. 
 
Asimismo, el Artículo 137 De La Ley De Transporte para el Estado de 
Tabasco establece lo siguiente: 
 
“… Artículo 137.- Cuando se detecten irregularidades que constituyan 
violaciones a esta Ley, su Reglamento y a las disposiciones dictadas por 
la Secretaría, eta ordenara el levantamiento del acta respectiva, la cual 
sujetara al procedimiento siguiente: 
I.- Las actas de irregularidades en la prestación del servicio de transporte 
público se levantaran previa orden por escrito en la que se deberá 
precisarse su objeto; 

 
II.- El personal que practique la diligencia deberá identificarse 
debidamente, exhibiendo la credencial respectiva que para efecto expida 
la secretaría y el oficio de comisión correspondiente. Después de haber 
verificado los hechos que constituyan irregularidades, levantara el acta 
relativa, entregando un ejemplar de la misma al interesado o a la persona 
en cuya presencia se haya practicado la diligencia; 

 
III.- Al iniciarse el levantamiento de acta se designara dos testigos que 
serán propuestos por la persona con quien se entienda la diligencia, o por 
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la autoridad que practique la misma en ausencia o negativa de aquellos 
quienes deberán firmar el acta respectiva; 

 
IV.- Antes de concluir el acta el supervisor asentara, en su caso, las 
manifestaciones formuladas por el concesionario, permisionario o con 
quien se entienda la diligencia, quien deberá firmar la misma; en caso de 
negativa así se hará constar, circunstancia que no afectara la validez del 
acta correspondiente; y    

 
V.- Los supervisores que hubieren practicado la diligencia deberán 
entregar las actas levantadas a su superior jerárquico, a más tardar dentro 
de las siguientes veinticuatro horas. 

 
Los agentes de la Policía Estatal de Caminos y los Agentes de Tránsito y 
vialidad de los Ayuntamientos, levantaran las actas circunstanciadas 
donde consten las violaciones a la presente Ley y su Reglamento, 
conforme al procedimiento determinado en la normatividad respectiva para 
la supervisión y vigilancia de tránsito y vialidad mediante el procedimiento 
establecido en el convenio que en términos del artículo 5 de esta Ley se 
hubiera realizado. 

 
En cumplimiento a dichos fundamentos, a las 13:35 horas del día ***, el C. 
***; supervisor o comisionado de la SECRETARÍA DE 
COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO, levanto el acta de 
supervisión número *** al vehículo marca ***, Tipo ***, Modelo ***, Color 
***, Motor *** con número se Serie *** y Placas **+, propiedad de los 
suscrito *** y ***, en los términos siguientes: 

 
Acta No. *** 

DIRECCIÓN GENERAL OPERATIVA 
 

EN LA CD. DE VHSA, TAB del municipio de centro del Estado de 
Tabasco, siendo las 17:35 horas del día *** el comisionado *** supervisor 
de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte, se constituyó en ***, a 
fin de dar cumplimiento al Oficio de Comisión Núm. ***, de fecha *** y en 
base a los Artículos 10 Fracción II, 12 Fracción XV y XXII, 93, 134, 136, y 
137 de la Ley de Transporte para el Estado de Tabasco y del Artículo 15 
Fracción V, VI, VIII, X, XI, XIII, XVI, XVIII del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, girado por el C. Lic. Víctor 
Hernández López, Director General Operativo de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, con el objeto de constatar el cumplimiento 
del artículo 100 y demás disipaciones de la Ley en la materia. Exhibido 
que fue el Oficio de Comisión e identificado el suscriptor con su Credencial 
de la Institución, se entendió la presente diligencia con quien dijo llamarse 
*** y quien se desempeña como CONDUCTOR de la Empresa **+, quien 
quedo debidamente enterado del contenido del mismo y del objeto de la 
visita. Asimismo se le exhorto para que designar testigo, haciéndole saber 
que de no hacerlo el infrascrito los designara, por lo que en este acto el c. 
***, designo a los CC.  

 
Nombre: ***   NOMBRE: ***                                             
Domicilio:*** 
Estado Civil: ( ) Soltero ( )    Estado Civil: ( ) Soltero ( ) 
Edad:                 Edad: 

 
 

DE LA SUPERVISIÓN SE COMPROBÓ QUE LA UNIDAD MARCA *** TIPO 
TSURU MODELO. *** PLACAS ***, NO. DE SERIE *** NO. ECONÓMICO 
OSTENTA (***). 
 
OPERA EN LAS SIGUIENTES CONDICIONES: AL MOMENTO DE LA 
SUPERVISIÓN, SE CONSTATÓ EN FLAGRANCIA AL CONDUCTOR DE LA 
UNIDAD, DE COLOR ***, REALIZANDO SERV. PUB. DE PAS. EN LA 
MODALIDAD DE TAXI, HACIENDO UN SERVICIO DE LA R/A GONZÁLEZ 2DA 
SECC. – AL CENTRO DE CIUDAD, ALA CLL. *** UNA TARIFA DE $100.00, 
MISMO QUE CARECE DE LOS ELEMENTOS DE OPERACIÓN (PLACAS, 
ENGOMADO, TARJ. DE CIRC. DEL SERV. PÚBLICO), ASI MISMO CARECE DE 
LA POLIZA DEL SEGURO DEL VIAJERO INFRINGIENDO CON FALLO LOS 
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ART. 15, 69, 108, FRACC. VI Y 135 FRACC. 1- INCISO A Y C DE LA LEY 
VIGENTE DE TRANSPORTES, PARA EL ESTADO DE TABASCO. 
 
Al respecto se le concedió el uso de la palabra a la persona con quien se entendió 
la diligencia para que manifestara lo que su derecho conviniera en este momento, 
a lo que señalo: 
 
OBSERVACIONES: LA UNIDAD FUE TRASLADADA Y DEPOSITADA, POR SU 
PROPIO CONDUCTOR AL RETÉN GRÚAS PÉREZ, UBICADO EN LA R/A 
IXTACOMITAN 1RASECC. DEL CENTRO, ASÍ MISMO SE RETIENE TARJ DE 
CIRC DEL SERV. PARTICULAR A NOMBRE DE RAFAEL ÁLVAREZ 
GONZÁLEZ, QUEDANDO A DISPOSICIÓN DE LA SCT PARA SUS TRAMITES 
CORRESPONDIENTES. 
Dándose por terminada la presente Acta, siendo las 18:16 horas del día de su 
inicio, firmando los que en ella intervinieron y quisieron hacerlo, haciendo entrega 
en este acto el suscrito de la copia de esta actuación, como constancia de la 
visita. Por lo que se hace saber al interesado que en base al artículo 140 y 141 de 
la Ley referida cuenta con un término de CINCO DÍAS HABÍLES a partir de la 
fecha para que comparezca ante la Subsecretaría de Transporte, ubicada en ***, 
para manifestar lo que a su derecho convenga con relación al contenido de la 
presente, debiendo presentar los medios probatorios al respecto y en caso de no 
presentarse se tendrán por cierto los hechos que se consignan en la misma, 
aplicándose al efecto la sanción que proceda conforme al ordenamiento Legal en 
la materia. 
 
Nota: Entendiéndose por: 
 
Ley; Ley de Transportes para el Estado de Tabasco, y su Reglamento; 
Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicación y Transportes. 
 
POR PARTE DE LA SECRETARIA DE             POR PARTE DE LA EMPRESA 
COMUNICACIONES Y TRANSPORTES        TRANSPORTISTA 

 
 
 
JORGE ALBERTO LÓPEZ ASCENCIO         SANTIAGO HERNÁNDEZ JIMENEZ 

 
TESTIGO       TESTIGO 

 
 

JOSÉ ÁNGEL GARCÍA IZQUIERDO            JOSÉ JESÚS GONZALEZ LEÓN 

 
 

ACTA DE SUPERVISIÓN 
NUM. *** 

 
LIC. *** 

DIRECTOR GENERAL OPERATIVO 

 
De dicha acta de supervisión se desprende que el supervisor de la secretaría 
de Comunicaciones y Transporte no cumplió con lo dispuesto por los artículos 
164 y 165 del Reglamento de la Ley de Transportes para el Estado de 
Tabasco por las siguientes razones: 

 
1.- El  C. JORGE ALBERTO LÓPEZ ASCENCIO y en su carácter de 

supervisor de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en ningún 
momento MOSTRO EL OFICIO DE COMISIÓN QUE ESTABLECIA EL 
OBJETO DE LA SUPERVISIÓN, al conductor de la Unidad, ni tampoco SE 
IDENTIFICO PLENAMENTE AL MOMENTO DE LA SUPERVISIÓN. Como 
establecen las fracciones III y IV del artículo 164 del reglamento mencionado. 

 
Aclarando, que si bien es cierto que en dicha acta de Supervisión se hace 

constar que “…Exhibido que fue el Oficio de Comisión e identificado el 
suscriptor con su Credencial de la Institución, se entendió la presente 
diligencia con quien dijo llamarse *** y quien quedo debidamente enterado del 
contenido del mismo y del objeto de la visita…” De esto es producto de un 
formato o machote que dicho Supervisor utiliza para levantar dicha acta. Ya 
que lo que únicamente levanta de puño y letra es lo que se resalta en 
mayúscula y subrayado, de lo anteriormente transcrito. 
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Pero como se acreditará oportunamente, lo cierto es que el C. JORGE 
ALBERTO LOPEZ ASCENCIO, en su carácter de supervisor de la 
SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, en ningún 
momento MOSTRO EL OFICIO DE COMISIÓN QUE ESTABLECIA EL 
OBJETO DE LA SUPERVISIÓN, al conductor de la Unidad, ni tampoco SE 
IDENTIFICO PLENAMENTE AL MOMENTO DE LA SUPERVISIÓN. Lo que 
viola las formalidades esenciales del Procedimiento Administrativo de 
Supervisión. 

 
2.- El  C. JORGE ALBERTO LÓPEZ ASCENCIO y en su carácter de 

supervisor de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, no dio 
oportunidad al conductor del vehículo de designar dos testigos, como lo 
establece la fracción III del artículo 37 de la Ley de Transporte para el Estado 
de Tabasco. Aclarando que si bien es cierto que en el acta de supervisión 
0750/2015 que levantó el supervisor C. ***, designó a los CC. Nombre: ***, 
Domicilio: ***, Estado Civil: Casado ( ) Soltero ( ), Edad:     Nombre  ***, 
Domicilio: ***, Estado Civil: Casado ( ) Soltero ( ), Edad:…”. Lo cierto es que 
dichas personas acompañaban al citado supervisor y fueron nombrados por 
él, como se demostrará oportunamente. 

 
3.- El  C. *** y en su carácter de supervisor de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, asentó hechos falsos, toda vez que las 
irregularidades que supuestamente verificó en dicha acta de supervisión 
fueron las siguientes: “…Opera en las siguientes condiciones: AL MOMENTO 
DE LA SUPERVISIÓN, SE CONSTATÓ EN FLAGRANCIA AL CONDUCTOR 
DE LA UNIDAD, DE COLOR ***, REALIZANDO SERV. PUB. DE PAS. EN LA 
MODALIDAD DE TAXI, HACIENDO UN SERVICIO DE LA ***. – AL CENTRO 
DE CIUDAD, ALA CLL. *** COBRANDO UNA TARIFA DE ***, MISMO QUE 
CARECE DE LOS ELEMENTOS DE OPERACIÓN (PLACAS, ENGOMADO, 
TARJ. DE CIRC. DEL SERV. PÚBLICO), ASI MISMO CARECE DE LA 
POLIZA DEL SEGURO DEL VIAJERO INFRINGIENDO CON FALLO LOS 
ART. 15, 69, 108, FRACC. VI Y 135 FRACC. 1- INCISO A Y C DE LA LEY 
VIGENTE DE TRANSPORTES, PARA EL ESTADO DE TABASCO…”. 

 
Lo anterior es así, toda vez que si bien es cierto que conforme al segundo 

párrafo del artículo 172 del Reglamento de la Ley de Transportes para el 
Estado de Tabasco, los hechos que hagan constar los supervisores en las 
actas que levanten ejercicio de sus funciones, se tendrán por ciertos salvo 
prueba en contrario. También lo es que conforme al artículo 16 de la 
Constitución General de la República, EL MANDAMIENTO ESCRITO DE LA 
AUTORIDAD COMPETENTE QUE MOLESTE AL GOBERNADO EN SU 
PERSONA, FAMILIA, DOMICILIO, PAPELES O POSESIONES, DEBE SER 
FUNDADA Y MOTIVADA LA CAUSA LEGAL DEL PROCEDIMIENTO. 

 
Luego entonces, las autoridades demandadas, en el acta de 

supervisión *** debió de fundar y motivar porque se consideraba que el 
suscrito ***, 1.- Estaba REALIZANDO SERV. PUB. DE PAS. EN MODALIDAD 
DE TAXI. 2.- Como se enterró que hacia UN SERVICIO DE LA ***.- AL 
CENTRO DE LA CIUDAD, A LA CLL. ***, COBRANDO UNA TARIFA DE ***. 
Es decir, narrar los hechos objetivos y subjetivos de que se valía para 
demostrar tales hechos.   

 
Me sirve de fundamento para afirmar lo anterior la siguiente tesis 

jurisprudencia: 
 
FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE RESOLUCIONES 
ADMINISTRATIVAS. Cuando el artículo 16 constitucional previene que 
nadie puede ser molestado en su persona, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente que funde y motive la causa legal del 
procedimiento, está exigiendo a las autoridades, no que simplemente se 
apeguen, según su criterio personal íntimo, a una ley, sin que se 
reconozca de qué ley se trata, y lo preceptos de ella que sirvan de apoyo 
al mandamiento relativo de las propias autoridades, pues esto ni 
remotamente constituiría garantía para el particular; por lo contrario, lo que 
dicho artículo les está exigiendo es que citen la ley y los preceptos de ella 
en que se apoyen, ya que se trata de que justifiquen legalmente sus 
proveídos haciendo ver que no son arbitrarios, de igual manera les exige 
que señales las causas materiales o de hecho que hayan dado lugar al 
acto autoritario, sin que pueda admitirse que esa motivación consista en 
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expresiones generales o abstractas, sino que siempre deben ser razones y 
causas concretas. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 1214/91. Justo Ortego Esquerro. 13 de junio de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: 
Fernando A. Ortiz Cruz. 

 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación, Época Octava. Tomo VIII, Octubre de 1991. Pág. 187. 
Tesis Aislada. 

 
Cabe aclarar, que como ya manifestamos, no es cierto que C. ***, 

conductor del vehículo marca ***, Tipo ***, Modelo ***, Color ***, Motor ***, con 
número de serie *** y Placas **, propiedad de las suscritas *** y ***; haya 
señalado como testigos a las personas que dicho supervisor hizo comparecer 
en la misma con el nombre de los CC. ***  ***. Y a quienes maliciosamente 
únicamente les señaló como domicilio el de la Ranchería Rio Viejo, Centro y 
Colonia 18 de marzo, Centro, respectivamente, con la finalidad de que no 
puedan ser localizados 

 
Sin embargo, dicha actuación también viola las formalidades esenciales 

del procedimiento de supervisión y el acta número 075/15 que se levantó con 
motivo de la misma; toda vez que conforme a la fracción XII del artículo 170 
del Reglamento de la Ley de Transporte para el Estado de Tabasco. Dicho 
supervisor tenía la obligación de manifestar en dicha acta LOS DATOS 
NECESARIOS DE LA IDENTIFICACION DE LOS QUE EN ELLA 
INTERVIENEN. Por lo tanto y toda vez que no se hizo constar en el acta los 
datos de la identificación de los testigos que se hicieron comparecer para 
poderlos interrogar en relación a la misma. Estimo que dicha omisión violo las 
garantías individuales de los suscritos. 

 
Lo mismo sucede al sancionar a los suscritos con la detención de dicho 
vehículo; ya que se le sanciona con la detención del mismo y de igual forma 
se le emplaza para que manifieste lo que sus derechos convenga y ofrezca 
pruebas; toda vez que del contenido de dicha acta se establece lo siguiente: 
Por lo que se hace saber al interesado que en base al Artículo 140 y 141 de la 
Ley referida, cuenta con un término de CINCO DIAS HABILES a partir de la 
fecha para que comparezca ante la Subsecretaría de Transporte, ubicada en 
Periférico Carlos Pellicer Cámara s/n, esq. Distrito Minatitlán, Fracc. José 
Pagés Llergo, de esta Ciudad de Villahermosa, para manifestar lo que a su 
derecho convenga con relación al contenido de la presente, debiendo 
presentar los medios probatorios al respecto y en caso de no presentarse se 
tendrán por cierto los hechos que se consignan en la misma, aplicándose al 
efecto la sanción que proceda conforme al ordenamiento legal en la Materia. 
Lo que estimamos viola el artículo 23 Constitucional, porque se le pretende 

sancionar dos veces por la misma falta”. (Sic) Folios 3 al 7 de la 
causa.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 
También violan las garantías individuales de los suscritos, toda vez que el 
artículo 23 de la Constitución General de República, establece que NADIE 
PUEDE SER JUZGADO DOS VECES POR EL MISMO DELITO, YA SEA 
QUE EN EL JUICIO SE LE ABSUELVA O SE LE CONDENE, sin embargo las 
autoridades demandadas a través de su supervisor, el C. JORGE ALBERTO 
LOPEZ ASCENCIO, levantaron un acta de supervisión con el número 
0750/2015 a las 17:35 horas, del día 24 de febrero de 2015, y no obstante que 
el artículo 14 Constitucional establece que nadie podrá ser privado de sus 
propiedades posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 
tribunales previamente establecido, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedida con 
anterioridad al hecho. Sin embargo, las autoridades, por conducto del citado 
supervisor ordenaron la detención vehículo marca ***, Tipo Tsuru, Modelo ***, 
Color Rojo F/ Azul, Motor ***, con número de serie *** y Placas ***, propiedad 
de las suscritas**** y ***; sin ser oídas ni vencidas en juicio. Por lo tanto, dicho
 mandamiento de Autoridad resulta arbitrario e ilegal y viola las Garantías 
individuales de los suscritos. 
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III.- Contestación.- El Secretario, Subsecretario, 

Director General Operativo, Jefe del Departamento de 

Sanciones y Supervisor Jorge Alberto López Ascencio, todos 

de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del 

Estado, en relación a los agravios que hizo valer el actor, 

señalaron lo siguiente: 

 
“En lo que respecta a los agravios señalados, se contestan de la siguiente 
manera: respecto de los agravios que pretenden hacer valer los actores no 
les causa ningún perjuicio, en virtud de que se reitera que efectivamente el 
Supervisor adscrito a la Dirección Operativa de esta Secretaría, levanto 
acta de supervisión número ***, de fecha 24 de febrero de 2014, ya que la 
unidad motriz con número económico 03, tipo Tsuru. Marca ***, Color: rojo 
franjas azules, Modelo ***, con placas de circulación particulares 
WPF9005, ostentando la razón social Servicio de Transporte Rural, SC de 
RL DE CV, Nuevo Amanecer; la misma fue sorprendida prestando el 
servicio público de transporte de pasajeros sin contar con los elementos 
de operación como lo son tarjeta de circulación, engomados, placas, 
seguro de viajero, permiso y/o autorización, como lo marcan los artículos 
25, 69, 70, 135 fracción I inciso a) c) d) y g) y demás relativos y aplicables 
a la nueva Ley de Transportes para el Estado de Tabasco, además que 
dicha acta se llevó a cabo conforme al procedimiento marcado por la Ley 
de Transporte del Estado y su reglamento; fue sorprendida prestando el 
servicio público de transporte sin contar con los elementos de operación 
como lo son tarjeta de circulación, engomados, placas, seguro de viajero, 
permiso y/o autorización, cabe hacer mención que los hoy actores no 
acreditan con documento fehaciente ser los legítimos propietarios de dicha 
unidad ni muchos menos contar con un poder suficiente y bastante para 
comparecer a juicio, por lo que en estas circunstancia no es viable que 
violenten sus derechos y garantías consagradas en los artículos 14 y 16 
Constitucionales, ya que no comprueban de ninguna forma el detrimento 
supuestamente causado por esta autoridad hacia su persona, 
propiedades, posesiones o cosas. 
 
Por lo que no es procedente la nulidad lisa y llana del acta de supervisión 
de referencia, ya que el acto reclamado o impugnado, así como los 
agravios que dice haber sufrido no existen. 

 
En conclusión, la Ley de Transportes para el Estado de Tabasco y 

su Reglamento tutelan que la prestación del servicio público de transporte, 
se desarrolle bajo circunstancias que otorguen seguridad, calidad y 
eficacia a los usuarios que requieren este servicio pues otorgan facultades 
a los supervisores de la Supervisores de la Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes del Estado, para vigilar la adecuada prestación del servicio; 
y se prevé un control administrativo consistente en informar quienes son 
las personas que prestan el servicio, lo que permite, entre otras cosas, 
determinar si dichos prestadores se encuentran autorizados para ello 
(otorgando así seguridad al usuario).  Así, esas normas permiten en su 
conjunto satisfacer adecuadamente la necesidad colectiva del transporte, 
satisfaciendo el interés social y regulando el orden público a que se refiere 
el artículo 124, fracción II, de la Ley de Amparo, y por ello, es indudable 
que si los concesionarios reclaman la aplicación de esas normas 
solicitando la suspensión de sus efectos, esta debe negarse, ya que de lo 
contrario se causaría perjuicio al interés social pues la sociedad está 
interesada en que la prestación del servicio público de transporte se 
realice en condiciones de seguridad, calidad y eficacia. 

 
Se aclara que los actores del referido juicio NO SE ENCUENTRAN 

AUTORIZADOS para prestar el servicio público de transporte de 
pasajeros, ni la unidad motriz con la que prestan el servicio público de 
transporte, reúne los requisitos para prestar el servicio, ya que la misma 
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no cuenta con los elementos de operación necesarios para cumplir con las 
medida de SEGURIDAD, CALIDAD Y EFICIENCIA. 

 
Siendo aplicable a lo antes expuesto y fundado, el siguiente criterio 
jurisprudencial: 
 
“IMPROCEDENCIA.- Siendo el juicio de amparo de orden público, la 
improcedencia del mismo debe ser examinada de oficio aun cuando 
ninguna de las partes la haya alegado, y decretarse tan luego como 
parezca causa que la funde”. 

 
Apéndice al Seminario Judicial de la Federación, 1917-1988, Segunda 
Parte, Salas y Tesis Comunes, Página 1538. 

 
En base a todo lo expuesto y fundado, el actor se conduce con 
inexactitudes y falsedades, además de encontrarse equivoco en sus 
apreciaciones. 

 
Contrario a todo lo manifestado por los actores si causa un agravio a estas 
autoridades administrativas en razón de lo siguiente: 

 
Para llegar a esto su Señoría tiene atiende básicamente un solo 
planteamiento de los peticionarios o actores antes citados, en el capítulo 
denominado SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS IMPUGNADOS: 

 
1) Se basa: “Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 55, 56, 57 y 

demás relativos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Tabasco, solicitamos la suspensión de los actos impugnado para efectos 
de que las autoridades responsables ordenen la inmediata liberación del 
vehículo marca ***, tipo Tsuru, modelo ***, color ***, motor ***, con número 
de serie ***, y placas WPF9005. Toda vez que se encuentra detenido 
fuera de procedimiento judicial. Aclarando que dicha medida suspensional 
puede concederse con efectos restitutorios para impedir perjuicios 
irreparables a los suscritos. 

2) Dicha suspensión resulta procedente porque a través de la misma se 
pretende la paralización, la detención del acto impugnado, de manera que 
si este no se ha producido, no nazca, y, si ya inicio, no prosiga, no 
continúe, que se detenga temporalmente, que se paralicen sus 
consecuencias o resultados, que se eviten que estos se realicen, toda vez 
que la detención del vehículo de nuestra propiedad fuera del 
procedimiento judicial, causa perjuicio a los suscritos y con la restitución 
de nuestras garantías constitucionales, no se causa perjuicio al interés 
social ni se contravienen disposiciones de orden público”…(Sic) 

 
Me agravia esta consideración de los quejosos porque la hace suya la sala 

en cuestión sin mayor análisis crítico, sin ver sus propias actuaciones, si pedir 
informes para mejor proveer, sin revisar la demanda misma, sin análisis lógico 
y sin una hermenéutica jurídica al menos aceptable al aplicar el criterio de la 
apariencia del buen derecho al caso concreto, como lo pondera y a partir de 
los que llama “argumento toral” de tan poco peso pierde toda seriedad su 
conclusión.  

 
Esto es así porque de entrada no puede existir una campaña contra estos 

señores cuando esta autoridad ejerce su trabajo como función legal 
perfectamente delimitada por las normas que nos rigen. Si ejercer la acción de 
supervisión se puede considerar al informar los resultados una campaña, 
cuando tenemos cientos de vehículos sin permiso, dañando y haciendo una 
competencia desleal a las uniones concesionarias establecidas, quererlo 
reducir a ello es aceptable que lo diga el quejoso pero no que lo admita 
“literalmente” como dice la sala, el órgano jurisdiccional trayendo colación 
como fundamento el artículo 1 que tantos beneficios debería tener pero para 
los derechos de aquellos que los tienen no para quienes pretenden dárselo 
por la fuerza de las chicanas jurídicas y que un órgano jurisdiccional lo 
respalde porque en el universo jurídico del juicio solo exista su voz doliente y 
la autoridad sea un monstruo. Al respecto vale recordar que los señores no 
obtuvieron la suspensión del acto reclamado, y por lo tanto al estar 
funcionando son susceptibles no solo de ser inspeccionados en su actividad 
que todos los prestadores de este servicio los son, sino que atreverse a 
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prestar el servicio sin contar con una suspensión es exponerse a la sanción 
que marca la Ley, como a continuación se ilustra por decirlo de algún modo, 
en cuanto a las funciones legales antes señaladas de esta dependencia, 
precisadas en los siguientes artículos de 134 al 140, respectivamente y 
artículo 164 al 172 del Reglamento de la Ley de Transportes para el Estado de 
Tabasco, vigente en el Estado. 

 
La Secretaría a través de la Dirección General Operativa efectuará 

anualmente la inspección física o revista vehicular, de acuerdo al 
procedimiento y forma que ésta determine, atendiendo a los principios de la 
buena fe de los ciudadanos, transparencia, simplificación administrativa, 
eliminación de la discrecionalidad, el combate a la corrupción y la aleatoriedad 
en la revisión. 

 
El objetivo es comprobar el cumplimiento de las disposiciones en materia 

de instalaciones, equipo, aditamentos, sistemas en general, las condiciones 
de operación y especificaciones técnicas para la óptima prestación del 
servicio. 

 
En incumplimiento al procedimiento y condiciones que establezca la 

Secretaría será sancionada de conformidad con este Reglamento. 
 

Adicionalmente, la Secretaría a través de la Subsecretaría podrá realizar 
las inspecciones en cualquier momento, a fin de garantizar la seguridad, 
operación, calidad y estado físico y mecánico de las unidades. 

 
Estimado Magistrado Presidente: 

 
1. En primer lugar, se aclara que los actores del referido juicio NO SE 

ENCUENTRAN AUTORIZADOS para prestar el servicio público de 
transporte de pasajeros, ni la unidad motriz con las que prestan el servicio 
público de transporte, reúnen los requisitos para prestar el servicio público, 
ya que la misma no cuenta con los elementos de operación necesarios 
para cumplir con las medidas de SEGURIDAD, CALIDAD Y EFICACIA. 
 

2. La unidad motriz marca ***, tipo tsuru, modelo ***, número de serie ***, 
ostentando número económico 03, placas de circulación particulares 
WPF9005, color rojo franja azul y la razón social ************, dicha 
unidad se detuvo mediante acta de supervisión ***, de fecha 24 de 
febrero del año 2015, que hoy se impugna no corresponde de ninguna 
manera a la autorizada por esta Secretaría de Estado, por lo que el 
acta de supervisión se encuentra debidamente fundamentada y 
motivada, en virtud, que cumple con los requisitos señalados en la Ley 
de Transportes para el Estado de Tabasco y su reglamento, siguiendo 
el procedimiento legal para el 
levantamiento de la misma, de igual forma los actores se quejan que el 
supervisor adscrito en ningún momento se identificó ni mostró oficio de 
comisión, situación totalmente falsa, en virtud que los mismos portan su 
gafete de identificación como personal de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, así mismo, en la misma acta de 
supervisión se puede corroborar el número de oficio de comisión con el 
que cuenta dicho personal, siendo el número DO/0270/15, de fecha 24 de 
febrero de 2015. 
 

3. Por otra parte, la Magistrada de la Cuarta Sala ordena la liberación de la 
unidad motriz para ser entregada a la C. ***, sin hacer el previo análisis de 

la factura de la unidad que los actores anexan, en virtud, que 
efectivamente existe una sesión de derechos a favor de la persona antes 
mencionada por la C. *************, y con anterioridad existe otra cesión a 
favor de la antes mencionada por el C. ****************, por lo que derivado 

del análisis anterior, se deduce que ni la 
C **************, ni la C.  **************, han regularizado dichas cesiones, 

tan es así que la copia de la tarjeta de circulación, se encuentra a 
nombre del C. **************, quien hasta la presente fecha es el legítimo 

propietario de dicho vehículo, pues como consta en el reverso de dicha 
factura se puede apreciar el sello de la Secretaría de Administración y 

Finanzas del Estado 
de Tabasco, mediante el cual fue pagado el traslado de dominio, es decir 
el impuesto correspondiente por el cambio de propietario, y en este caso 



“2017, Año del Centenario de la Promulgación de la  
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 

 

 11 

en concreto de ninguna manera los hoy actores del presente juicio 
acreditan fehacientemente haber cumplido con dicha obligación conforme 
a lo establecido en el artículo 67 TER.- de la Ley de Hacienda del Estado 
de Tabasco, que a la letra señala: “Los contribuyentes con domicilio en 
esta entidad que detenten la propiedad, posesión o el uso de vehículos, 
deben solicitar su inscripción dentro del registro estatal de vehículos ante 
la Secretaría, a través de las receptoría de rentas.  
Los contribuyentes, para darse de alta o baja dentro del registro estatal de 
vehículos, deberán atender las disposiciones establecidas por la 
Secretaría, cumpliendo con los siguientes requisitos: 
II. En el cambio de propietario de vehículos, deberán tramitarse la baja del 
propietario y el alta del nuevo tenedor, usuario o propietario, dentro de los 
15 días hábiles siguientes de haber realizado la operación. 
III. Los propietarios, usuarios o tenedores de vehículos están obligados a 
presentar la baja correspondiente dentro del término de 60 días contados 
a partir del día siguiente de la determinación por autoridad competente… 
(sic). 
 

4. Por último y no menos importante, es que al haberse concedido la 
suspensión esta H. Carta Sala debió tomar en cuenta lo señalado por el 
artículo 59 segundo párrafo: “El Magistrado podrá conceder 
discrecionalmente la suspensión, sin necesidad de que se garantice el 
importe del crédito, principalmente cuando el asunto planteado no rebase 
la cantidad que resulte de multiplicar por ciento cincuenta el salario 
mínimo general vigente en el Estado de Tabasco”, pero en este caso en 
concreto rebasa dicha cantidad además de que genera un perjuicio al 
orden público e interés social, causando un conflicto con los legalmente 
autorizados y prestadores de dicho servicio, debiendo fijar una garantía al 
momento de otorgar dicha suspensión.   

 
Bajo tales normas, el actuar de esta Secretaría es apegado a derecho, 

debido a que las facultades de supervisión y vigilancia del servicio público de 
Transportes, para los efectos de garantizar a la sociedad su integridad y 
seguridad en el servicio que le es brindado por el concesionario, toda vez de 
que se han suscitado en el Estado de Tabasco diversos asaltos, así como 
violaciones a los pasajeros por algunos conductores del servicio público de 
transporte público de pasajeros, que se encuentran circulando sin ningún tipo 
de permiso y/o autorización; por lo tanto estas autoridades demandadas no 
transgreden ningún derecho de los ahora quejosos al haber actuado esta 
Secretaría de Estado, en estricto apego a derecho ya que se debe ponderar el 
interés público y el orden social, por lo que es claro que los que brindan el 
servicio público de transporte deben cumplir con todos y cada uno de los 
requisitos que para el caso les otorga la Ley de Transporte para el Estado de 
Tabasco, y su respectivo reglamento, con los que se requieren para garantizar 
la integridad y seguridad de los usuarios; siendo esta la función de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de Tabasco, y dar 
certeza y seguridad al público usuario y por ende, los concesionario deben 
ajustar su actuar a las normas y técnicas que se han establecido para tal fin y 
tienen el deber de aportar y acreditar que cumplen con todos los requisito para 
prestar el servicio público de transportes. 

 
De manera que en el caso concreto de las unidades de los acores, son 

 

personas que estabas prestando el servicio de transporte en modalidad de 
taxis, sin contar con los elementos de operación, al ser supervisados 
legalmente y se les hizo saber y se le levantó el acta respectiva conforme al 
artículo 140 y 141 de la Ley de la materia, en dicha acta se establece que 
debe acudir a los cinco días para integrar la documentación que acredite la 
propiedad del vehículo y seguir un procedimiento para la recuperación de la 
unidad que estará retenida hasta que cumpla este procedimiento donde esta 
expedita su garantía de audiencia, así como la posibilidad de presentar 
medios probatorios e inconformarse con la sanción que recaiga si así lo 
considera ya sea mediante el recurso de revocación o del de revisión, 
conforme a los artículos 147, 148, 149, 150, 151, 152 y 153 y demás relativos 
y aplicables de la ley de transportes, de esta manera los actores no agotaron 
todas las instancias ni medios ni recursos que tenían a su alcance para poder 
liberar dicha unidad motriz. 
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De manera que el posible deterioro de imposible reparación que señala su 
señoría de la Cuarta Sala, si se es responsable. Ni es de imposible reparación 
si se acude puntual a seguir el procedimiento que con sentido del honor si se 
está prestando un servicio sin permiso alguno validado, ni suspensión del 
acto, el camino es la sanción legalmente hecha por la autoridad que para ello 
tiene competencia. 

 
Así las cosas, ya que de otorgar dicha suspensión se estaría 

contraviniendo lo consagrado por los artículos 20 y 21 del Reglamento de la 
Ley de la materia: “Para la prestación del servicio de transporte público, la 
Secretaría determinará las características de deberán reunir los vehículos 
para cada tipo de modalidad de servicio, tomando en consideración la 
celeridad, comodidad, capacidad seguridad eficiencia y demás elementos 
técnicos y de orden funcional necesarios en la operación. 
Para efectos del párrafo anterior, todos y cada uno de los vehículos que se 
pretendan utilizar en la prestación del servicio de transporte público deberán 
ser verificados y aprobados previamente por la Secretaría. 
Bajo ningún caso podrá prestarse el servicio de transporte público en 
vehículos distintos a los autorizados, o que sean inadecuados para dicho 
servicio”, por lo que esta autoridad presume que la Magistrada de la Cuarta 
Sala del H. Tribunal de Contencioso Administrativo, por carga de trabajo que 
es comprensible y por generosidad hacia los actores simplemente ignoró los 
anterior, así mismo no se expresaron los motivos, razones y fundamentos 
suficientes debiéndose abstener pronunciarse al respecto, por lo que en estos 
términos la suspensión del acto reclamado no se ajusta a las formalidades 
esenciales del procedimiento, en virtud de que se emitió en contravención a lo 
determinado en los términos 55 tercer párrafo y 56 de la Ley de Justicia 
Administrativa, porque el juicio de la Magistrada carece de la debida 
fundamentación y motivación al estar basado simplemente bajo el argumento 
del artículo primero constitucional, cuando de la lectura al acta de los 
numerales transcritos se desprende que los quejosos tienen expeditos sus 
derechos para recoger sus unidades que no les han sido ni desposeídos ni 
confiscadas sino que conforme al procedimiento de sanción con todas las 
posibilidades de defensa en un procedimiento apelable y justo con normas en 
las ley que nos rige. Por otra parte también contraviene el artículo 57 de la Ley 
de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco, porque no se trata de 
personas de escasos recursos y en todo caso podrían probarlo ante esta 
Secretaría, ni se siguió este argumento, y en consecuencia su otorgamiento 
como medida cautelar restitutoria suspensional resulta violatoria de los artículo 

14, 16 y 17 Constitucionales”. (Sic.) Consultable en las fojas 86 a 
la 90 de autos.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

señalado como tercero perjudicado, no realizó manifestación 

alguna, toda vez que omitió comparecer a juicio, por tanto, en 

actuación de doce (12) de junio de dos mil quince (2015), se 

le tuvo por perdido el derecho.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

V.- Improcedencia.- Por ser una cuestión de orden 

público y de estudio preferente por imperativo del último 

párrafo del artículo 42 de la Ley de Justicia Administrativa, 

este Órgano Juzgador procede a analizar y resolver las 

causales de improcedencia y sobreseimiento del juicio 

alegadas por la parte demandada y la que de oficio se 

advierta, pues de ser procedentes impedirían a esta Sala 

 

IV.- Preclusión.- El RETEN DE GRÚAS ******, 
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analizar la cuestión de fondo planteada. Encuentra apoyo el 

tema, en las tesis del rubro y contenido siguiente: 

SOBRESEIMIENTO. IMPIDE ENTRAR A ANALIZAR EL 
ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO. Cuando se 
acredita en el juicio de garantías cualquier causal de 
improcedencia y se decreta el sobreseimiento, no causa ningún 
agravio la sentencia que deja de ocuparse de los argumentos 
tendientes a demostrar la violación de garantías por los actos 
reclamados de las autoridades responsables, lo que constituyen el 
problema de fondo, porque aquélla cuestión es de estudio 
preferente.1 
 
SOBRESEIMIENTO. IMPIDE EL ESTUDIO DE LAS 
CUESTIONES DE FONDO. La resolución en que se decreta el 
sobreseimiento en el juicio, constituye un acto procesal que 
termina la instancia por cuestiones ajenas al aspecto de fondo 
planteado. Así, no causa agravio la sentencia que no se ocupa de 
examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto 
reclamado, ya que tal cuestión constituye el problema de fondo 
planteado.2 

 

En efecto, las autoridades señaladas como 

responsables sostienen que en el caso, se actualizan las 

causales de improcedencia y sobreseimiento, que prescriben 

los artículos 42 fracciones I y 43 fracciones II y V, de la Ley 

de Justicia Administrativa del Estado; en razón de que el 

actor reclama la nulidad lisa y llana del acta de supervisión 

número ***, de fecha veinticuatro ***, así como el pago de los 

daños y perjuicios ocasionados a la unidad motriz en cuestión 

por la detención, toda vez que no afectan el interés legítimo 

de los actores. 

 

De lo expuesto, esta juzgadora considera que la 

solicitud de improcedencia y sobreseimiento que hacen valer 

las autoridades Secretario, Subsecretario, Director Operativo, 

Jefe del Departamento de Sanciones y Supervisor Jorge 

Alberto López Ascencio, todos de la Secretaría de 

                                                 

 
1Registro 214593; Octava Época; Tribunales Colegiados de Circuito; Jurisprudencia; Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación; Núm. 70, Octubre de 1993; Materia Común; Tesis: II.3o. J/58; 
Página 57.  
 
2Registro 220705; Octava Época; Tribunales Colegiados de Circuito; Jurisprudencia; Semanario Judicial 
de la Federación; Tomo IX, Enero de 1992; Materia Común; Tesis: V.2o. J/15; Página 115. 
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Comunicaciones y Transportes en el Estado, deben 

DESESTIMARSE, en virtud de que, el acto reclamado es 

precisamente la ilegalidad del acta de supervisión, lo que 

frente a la legalidad sostenida por las demandadas, son 

tópicos relacionados con el fondo de asunto, lo que implica, 

por técnica jurídica, que los conceptos de anulación deberán 

ser analizados a la luz de las documentales aportadas por las 

partes, por ende, bajo tales circunstancias no se sobresee el 

juicio. En apoyo de lo considerado, es aplicable por analogía, 

la jurisprudencia que establece: 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE 
VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE 
FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las 
causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser 
claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer 
una en la que se involucre una argumentación íntimamente 
relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.3  
 

 Por lo tanto, al no actualizarse las causales de 

improcedencia y sobreseimiento invocadas impone a esta 

Sala continuar con la valoración de las pruebas ofrecidas por 

las partes, así como de las defensas y excepciones.- - - - - - - -  

 

VI.- Pruebas del accionante.- Los actores para 

demostrar su acción ofrecieron como pruebas las 

DOCUMENTALES consistentes en: 1).- Original del recibo de 

pago número ***, de fecha nueve (9) de abril de dos mil once 

(2011), expedida por la Secretaría de Administración y 

Finanzas del Estado, constante de una (1) foja útil; 2).- Copia 

simple de la factura número ***1, de fecha veintidós (22) de 

diciembre de dos mil cinco (2005), expedida por la empresa 

denominada Automotores de Tabasco S.A. de C.V., 

constante de una (1) foja útil; 3).- Copia simple de la tarjeta 

de circulación número ***, expedida por la Secretaría de 

Administración y Finanzas del Estado, constante de una (1) 

                                                 

 
3Registro 187973; Novena Época; Pleno; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XV, 
Enero de 2002; Materia Común; Tesis: P./J. 135/2001; Página 5. 
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foja útil; y 4).- Copia simple del acta de supervisión número 

***, de fecha veinticuatro (24) de febrero de dos mil catorce 

(2014), expedida por el Director General Operativo de la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, 

constante de una (1) foja útil. Pruebas que adquieren pleno 

valor y eficacia probatoria, en términos de los artículos 80 

fracción I4, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, 

con relación a los diversos 2685 y 2696 fracción I y IX, 3187 y 

3198 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Tabasco, aplicado supletoriamente por disposición al numeral 

30 primer párrafo, de la Ley de la materia, por relacionarse 

con los hechos de su demanda, al no haber sido objetadas, ni 

impugnadas por la parte contraria. 

 

Así como la INSTRUMENTAL de actuaciones, y la 

PRESUNCIONAL en su doble aspecto legal y humana; las 

                                                 

 
4Artículo 80. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 
I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes, las presunciones legales que no admitan 
prueba en contrario, así como los hechos legalmente afirmados por la autoridad en documentos públicos, 
salvo prueba en contrario; pero si en estos últimos se contienen declaraciones de verdad o 
manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban plenamente que, ante la 
autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la verdad 
de lo declarado o manifestado; y 
 
5Artículo 268. Para demostrar los hechos controvertidos, son admisibles toda clase de documentos 
públicos o privados, sin que haya limitación por el hecho de que procedan o no de las partes o estén o no 
firmados, incluyendo copias, minutas, correspondencia telegráfica, libros de contabilidad, tarjetas, 
registros, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos, periódicos, libros, revistas, folletos, volantes, 
publicaciones, copias fotostáticas, fotográficas o facsimilares, y, en general, todos los objetos aptos para 
representar o reproducir los hechos objeto del proceso y que puedan utilizarse para formar convicción en 
el juzgador. 
 
6Artículo 269. Son documentos públicos los otorgados ante profesionistas dotados de fe pública o por 
funcionarios públicos en ejercicio de sus atribuciones legales. Tendrán ese carácter tanto los originales 
como los testimonios y copias certificadas que autoricen o expidan dichos profesionistas y funcionarios 
con facultades para ello.  
En forma enunciativa, son documentos públicos: 
I.- Los testimonios y copias certificadas de las escrituras y actas otorgadas ante Notario, así como los 
originales de dichas escrituras y actas; 
IX.- Los demás a los que se reconozca ese carácter por la ley. 
 
7Artículo 318. Los medios de prueba aportados y admitidos serán valorados por el juzgador, con base en 
las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia. En todo caso, el tribunal deberá exponer 
cuidadosamente los fundamentos de la valoración realizada y de su decisión. 
 
8Artículo 319. Queda exceptuada de la disposición anterior la apreciación de los documentos públicos, los 
que tendrán valor probatorio pleno, y por tanto no se perjudicarán en cuanto a su validez por las 
excepciones que se aleguen para destruir la acción que en ellos se funde, salvo que en los términos del 
artículo 274 se impugne y acredite su falta de autenticidad. 
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cuales se desahogaron de conformidad a lo previsto en los 

artículos 3049, 30510, 30611y 36312de la Ley Adjetiva Civil.- - -   

 

VII.- Pruebas de las autoridades.- Por su parte, las 

autoridades demandadas ofrecieron como pruebas las 

DOCUMENTALES consistentes en: 1).- Copia certificada del 

nombramiento de fecha seis (6) de marzo de dos mil quince 

(2015), expedido por el Gobernador del Estado de Tabasco, a 

favor del licenciado Agustín Silva Vidal, constante de una (1) 

foja útil; 2).- Copia certificada del nombramiento de fecha 

dieciséis (16) de mayo de dos mil quince (2015), expedido 

por el Gobernador del Estado, a favor del Ingeniero Armando 

Aurelio Chávez Rivera, constante de una (1) foja útil; 3).- 

Copia certificada del nombramiento de fecha uno (1) de 

septiembre de dos mil catorce (2014), expedido por el 

Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, a 

favor del licenciado Víctor Hernández López, constante de 

una (1) foja útil; 4).- Copia Certificada del nombramiento de 

fecha quince (15) de enero de dos mil trece (2013), expedido 

por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del 

Estado, a favor de la licenciada Fanny Maricela Santillán 

                                                 

 
9Artículo 304.- Definiciones. Presunción es la consecuencia que el juzgador o la ley deducen de un hecho 
o indicio conocidos para averiguar la verdad de otro desconocido. Se llaman legales las presunciones 
que establece expresamente la ley o aquellas que nacen inmediata o directamente de ésta. Se llaman 
humanas las que se deducen por el juzgador de hechos comprobados. 
 
10Artículo 305.- Carga de la prueba. Son aplicables a las presunciones, las siguientes reglas:  
I.- La parte que alegue una presunción deberá probar los hechos que sirven de base a la presunción;  
II.- La parte que niegue una presunción, deberá probar el hecho en que base su negación; y 
III.- No se admitirá prueba contra una presunción legal, cuando la ley lo establezca en forma absoluta. 
 
11Artículo 306.- Preparación de las pruebas. Antes de la celebración de la audiencia, las pruebas deberán 
prepararse con toda oportunidad para que en ella puedan recibirse. 
 
12Artículo 363.- Pruebas sobre hechos supervenientes. Cuando se tramiten apelaciones contra sentencia 
definitiva sólo podrán admitirse pruebas que se refieran a hechos ocurridos con posterioridad al 
emplazamiento, siempre y cuando se vinculen de manera inmediata y directa con los hechos 
controvertidos y tengan relevancia para la sentencia que resuelva el recurso de apelación. 

Reyes, constante de una (1) foja útil; 5).- Copia certificada del 

gafete de identificación de supervisor, expedido por la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, a 

favor del ciudadano *************, constante 
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de una (1) foja útil; 6).- Copia certificada del oficio número 

DO/0270/15, de fecha veinticuatro ***, signado por el Director 

Operativo, de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

del Estado, constante de una (1) foja útil; 7).- Copia 

certificada del Acta de Supervisión número ***, de fecha 

veinticuatro ***, signada por el Director Operativo, de la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, 

constante de una (1) foja útil; 8).- Original de diez (10) 

fijaciones fotográficas a color, de la unidad motriz marca ***, 

con placas número ***, constantes de cinco (5) fojas útiles; y 

9).- Copia certificada del oficio número ***, de fecha nueve (9) 

de junio de dos mil quince (2015), signado por el Jefe del 

Departamento de Sanciones, de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes del Estado, constante de una 

(1) foja útil. Pruebas documentales que fueron desahogadas 

por su propia naturaleza, por no ameritar forma especial para 

ello; máxime, que las mismas no son contrarias al derecho o 

al respeto y la dignidad de la parte actora o que se refieran a 

hechos discutidos, imposibles o notoriamente inverosímiles y 

que son valoradas conforme a lo dispuesto en los artículos 80 

fracción I13 de la Ley de Justicia Administrativa, en relación 

con los numerales 26814 y 269 fracciones III y IX15, de la Ley 

                                                 

 
13Artículo 80. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 
I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes, las presunciones legales que no admitan 
prueba en contrario, así como los hechos legalmente afirmados por la autoridad en documentos públicos, 
salvo prueba en contrario; pero si en estos últimos se contienen declaraciones de verdad o 
manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban plenamente que, ante la 
autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la verdad 
de lo declarado o manifestado. 
 
14Artículo 268.- Documentos. Para demostrar los hechos controvertidos, son admisibles toda clase de 
documentos públicos o privados, sin que haya limitación por el hecho de que procedan o no de las partes 
o estén o no firmados, incluyendo copias, minutas, correspondencia telegráfica, libros de contabilidad, 
tarjetas, registros, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos, periódicos, libros, revistas, folletos, 
volantes, publicaciones, copias fotostáticas, fotográficas o facsimilares, y, en general, todos los objetos 
aptos para representar o reproducir los hechos objeto del proceso y que puedan utilizarse para formar 
convicción en el juzgador.   
 
15Artículo 269.- Documentos públicos. Son documentos públicos los otorgados ante profesionistas 
dotados de fe pública o por funcionarios públicos en ejercicio de sus atribuciones legales. Tendrán ese 
carácter tanto los originales como los testimonios y copias certificadas que autoricen o expidan dichos 
profesionistas y funcionarios con facultades para ello. En forma enunciativa, son documentos públicos:  
.. 
III.- Los documentos auténticos expedidos por funcionarios que desempeñen cargos públicos, en lo que 
se refiere al ejercicio de sus atribuciones legales; 
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Adjetiva Civil, aplicada en forma supletoria a la Ley de la 

materia. En apoyo a las probanzas públicas se cita la 

jurisprudencia del epígrafe y contenido siguiente: 

DOCUMENTOS PUBLICOS, CONCEPTO DE, Y VALOR 
PROBATORIO. Tienen ese carácter los testimonios y 
certificaciones expedidos por funcionarios públicos, en el 
ejercicio de sus funciones, y, por consiguiente, hacen prueba 
plena.16 

 

Finalmente ofertaron la PRESUNCIONAL en su doble 

aspecto legal y humana y la INSTRUMENTAL de 

actuaciones; pruebas que se desahogaron por su propia y 

especial naturaleza por no ameritar mayor trámite, acorde a 

lo prescrito en los artículos 30417 y 30518 del referido Código 

Procesal Civil del Estado.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

VIII.- De las excepciones y defensas.- Las 

autoridades responsables al producir su contestación, con 

fundamento en los artículos 64, 67 y 68 del Código de 

Procedimientos Civiles, 42 fracción I y 43 fracciones IV y V, 

de la Ley de Justicia Administrativa, opusieron como 

excepciones y defensas, la FALTA DE PERSONALIDAD Y 

LEGITIMACION, OSCURIDAD EN LA DEMANDA, FALTA DE 

ACCIÓN Y DERECHO, la SINE ACTIONE AGIS y la 

FALSEDAD, mismas que se analizan al tenor de lo siguiente: 

 

 Por su importancia, en el caso debe precisarse que las 

“excepciones”, son las cuestiones concretas que el 

                                                                                                                                  

 
IX.- Los demás a los que se reconozca ese carácter por la ley. 
16Registro 394182, Época: Quinta Época; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: 
Apéndice de 1995; Tomo VI, Parte SCJN; Materia(s): Común; Tesis: 226; Página: 153.  
 
17Artículo 304.- Definiciones. Presunción es la consecuencia que el juzgador o la ley deducen de un 
hecho o indicio conocidos para averiguar la verdad de otro desconocido. Se llaman legales las 
presunciones que establece expresamente la ley o aquellas que nacen inmediata o directamente de ésta. 
Se llaman humanas las que se deducen por el juzgador de hechos comprobados. 
 
18Artículo 305.- Carga de la prueba. Son aplicables a las presunciones, las siguientes reglas:  
I.- La parte que alegue una presunción deberá probar los hechos que sirven de base a la presunción;  
II.- La parte que niegue una presunción, deberá probar el hecho en que base su negación; y 
III.- No se admitirá prueba contra una presunción legal, cuando la ley lo establezca en forma absoluta. 
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demandado plantea frente a la pretensión de la parte actora, 

con objeto de oponerse a la continuación del proceso, 

alegando que no se han satisfecho los presupuestos 

procesales (excepciones procesales), o con el fin de 

oponerse al reconocimiento, por parte del Juzgador, de la 

fundamentación de la pretensión de la parte actora, 

aduciendo la existencia de hechos extintivos, modificativos o 

imperativos de la relación jurídica invocada por el 

demandante (excepciones sustanciales); lo que en el 

particular, no cumplen las excepciones invocadas, y por 

ende, resultan improcedentes las aquí propuestas. 

 

En tales consideraciones, la PRIMERA excepción 

planteada resulta inatendible, bajo los argumentos que es 

expuesta, dado a que el cuestionamiento realizado a los 

documentos exhibidos por las accionantes Otilia López Hilario 

y ***, quedó superado por la propia autoridad excepcionante, 

al efectuar la entrega de la unidad en cuestión, a través del 

oficio número ***, dirigido a la ciudadana ***, donde cita 

textualmente que “..toda vez que la C. *** propietaria de la 

unidad, resulta ser la persona a quien  el tribunal de lo 

contencioso administrativo del estado de tabasco, concedió la 

suspensión ...consecuentemente sin exigir pago alguno las 

autoridades responsables deberán realizar los trámites 

correspondientes a efecto de hacer la devolución de la 

unidad..” documental que obra a foja 109 de autos. 

 

En cuanto hace al ciudadano ***, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 46 fracción III, de la Ley de Justicia 

Administrativa19, quedó legitimado en el momento de la 

                                                 

 
19Artículo 46.- El actor deberá acompañar a su demanda: 
I. Una copia de la misma para cada una de las partes y una más para el duplicado; 
II. Los documentos que constituyen el acto impugnado, cuando los tenga a su disposición; 
III El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue reconocida por la autoridad 
demandada, cuando no gestione en nombre propio; 
IV. Constancia de notificación, excepto cuando el demandante declare bajo protesta de decir verdad 
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emisión del acto que se impugna -acta de supervisión número 

***; toda vez que, como fue plasmado por Jorge Alberto 

López Ascencio, Supervisor adscrito a la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, en el acta de supervisión que 

levantó con fecha veinticuatro ***, el C. ***, fue con quien 

entendió la diligencia de hechos que originaron el acto 

impugnado, ya que el mismo, es el conductor de la unidad 

motriz en cuestión, y a quién le fue retenida la propiedad de 

misma.     

La SEGUNDA excepción es improcedente, pues 

conforme a los artículos 45 y 46 último párrafo20 de la Ley de 

Justicia Administrativa, que señalan los requisitos que debe 

contener la demanda y se autoriza a las Salas del Tribunal, 

en caso de que la demanda fuere oscura e irregular, para 

prevenir al actor que la aclare, corrija o complete, hecho lo 

cual, le dará curso. Esto significa que queda a cargo del 

Juzgador la apreciación de si la demanda es oscura o 

irregular y la ley le otorga la facultad para corregir 

inmediatamente cualquier deficiencia, con el objeto de 

acelerar la tramitación del juicio y expeditar el despacho de 

los negocios. Aunado a que la parte actora expresó con 

claridad su acto reclamado, las disposiciones legales que 

estimó vulneradas en su perjuicio, las pretensiones que a su 

juicio se deducen de estos. Lo que permitió a las 

                                                                                                                                  

 
que no recibió la misma o cuando hubiera sido por correo; y 
V. Podrán acompañarse las pruebas documentales que ofrezca.  
20Artículo 45.El escrito de demanda deberá contener: 
I. El nombre del actor o de quien promueva en su nombre; así como su domicilio para recibir 
notificaciones y, en su caso, el número de telefax para tal efecto; 
II. El acto o resolución que se impugna y, en su caso, la fecha de notificación; 
III. El nombre y domicilio de la parte demandada; 
IV .El nombre y domicilio del tercero perjudicado, si lo hubiere; 
V. La pretensión que se deduce; 
VI. Los hechos que den motivo a la demanda; y 
VII. De ser posible, los agravios que cause el acto impugnado. 
 
Artículo 46.El actor deberá acompañar a su demanda: 
.. 
Cuando la demanda sea obscura, irregular o incompleta, o que no se hayan adjuntado los documentos 
señalados en este artículo, el Magistrado de la Sala requerirá al demandante para que en el término de 
cinco días, la aclare, corrija, complete o exhiba los documentos, con el apercibimiento de que, de no 
hacerlo, se tendrá por no presentada la demanda. 
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responsables dar respuesta oportuna a los hechos y agravios 

expuestos en la demanda, oponiendo precisamente las 

defensas que estimen procedentes y las excepciones que 

hoy se atienden; además que la demanda, al ser un todo, es 

obligación del juzgador analizarla en conjunto con un 

sentido de liberalidad y no restrictivo, para resolver lo que en 

derecho proceda.  

 

La TERCERA de las excepciones resulta infundada, 

porque conforme al artículo 3921 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado, solo pueden intervenir en el juicio 

contencioso administrativo, las personas que tengan un 

INTERÉS LEGÍTIMO en que funden su pretensión, esto es, 

que resulta procedente el juicio que intenten los particulares 

no sólo contra actos de la autoridad administrativa que 

afecten sus derechos subjetivos (interés jurídico), sino 

también y de manera más amplia, frente a violaciones que no 

lesionen propiamente intereses jurídicos, ya que basta una 

lesión objetiva a la esfera jurídica de la persona física o moral 

derivada de su peculiar situación que tienen en el orden 

jurídico. Por ello, si en el caso la parte actora reclama a) la 

nulidad lisa y llana del acta de supervisión número ***; b) la 

ilegal detención del vehículo su propiedad; y c) la omisión de 

la autoridades dependientes de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, de calificar en acta de 

supervisión; es claro, que medularmente las actuaciones 

reseñadas, les depara un perjuicio y desde ese instante 

pueden ejercer el derecho a concurrir al presente juicio. En lo 

conducente, es aplicable la jurisprudencia del tenor literal 

siguiente:  

INTERÉS LEGÍTIMO, NOCIÓN DE, PARA LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. De acuerdo con 

                                                 

 
21Artículo 39. Sólo podrán intervenir en juicio las personas que tengan un interés legítimo que funde su 
pretensión. 
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los artículos 34 y 72, fracción V, de la Ley del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo del Distrito Federal, para la 
procedencia del juicio administrativo basta con que el acto de 
autoridad impugnado afecte la esfera jurídica del actor, para que 
le asista un interés legítimo para demandar la nulidad de ese acto, 
resultando intrascendente, para este propósito, que sea, o no, 
titular del respectivo derecho subjetivo, pues el interés que debe 
justificar el accionante no es el relativo a acreditar su pretensión, 
sino el que le asiste para iniciar la acción. En efecto, tales 
preceptos aluden a la procedencia o improcedencia del juicio 
administrativo, a los presupuestos de admisibilidad de la acción 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo; así, lo que se 
plantea en dichos preceptos es una cuestión de legitimación para 
ejercer la acción, mas no el deber del actor de acreditar el derecho 
que alegue que le asiste, pues esto último es una cuestión que 
atañe al fondo del asunto. De esta forma resulta procedente el 
juicio que intenten los particulares no sólo contra actos de la 
autoridad administrativa que afecten sus derechos subjetivos 
(interés jurídico), sino también y de manera más amplia, frente a 
violaciones que no lesionen propiamente intereses jurídicos, ya 
que basta una lesión objetiva a la esfera jurídica de la persona 
física o moral derivada de su peculiar situación que tienen en el 
orden jurídico, de donde se sigue que los preceptos de la ley 
analizada, al requerir un interés legítimo como presupuesto de 
admisibilidad de la acción correspondiente, también comprende 
por mayoría de razón al referido interés jurídico, al resultar aquél 
de mayores alcances que éste.22 

 

Respecto a la SINE ACTO AGIS23, es improcedente al 

no constituir una excepción, pues no es otra cosa que la 

simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, 

solamente puede consistir en el que generalmente produce la 

negación de la demanda, o sea, el de arrojar la carga de la 

prueba al actor, y el de obligar a los jueces a examinar todos 

los elementos constitutivos de la acción, porque a decir de la 

parte demandada el acto reclamado por el accionante y del 

cual pretende su nulidad ya fue contestado como sostiene 
                                                 

 
22Registro: 185376; Novena Época; Segunda Sala; Jurisprudencia; Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta; Tomo XVI, Diciembre de 2002; Materia Administrativa; Tesis: 2a./J. 142/2002; Página 242  
 
23Registro 1013829; Época Octava Época; Tribunales Colegiados de Circuito; Jurisprudencia; Apéndice 
de 2011; Tomo V. Civil Segunda Parte - TCC Primera Sección - Civil Subsección 2 – Adjetivo; Materia 
Común; Tesis 1230; Página 1370. 
 
SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de acción o sine actione agis, no constituye propiamente 
hablando una excepción, pues la excepción es una defensa que hace valer el demandado, para retardar 
el curso de la acción o para destruirla, y la alegación de que el actor carece de acción, no entra dentro de 
esa división. Sine actione agis no es otra cosa que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto 
jurídico, solamente puede consistir en el que generalmente produce la negación de la demanda, o sea, el 
de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obligar al Juez a examinar todos los elementos 
constitutivos de la acción. 
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esta parte. Máxime que, si procede o no la acción de los 

actores, es una cuestión del pronunciamiento de fondo que 

realice esta Sala en el considerando respectivo. 

 

Por último, resulta ineficaz la  excepción de FALSEDAD 

invocada por las demandadas, pues, conforme al numeral 

6724 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de 

aplicación supletoria de la Ley de la Materia, que establece 

las excepciones procedentes aplicables a los asuntos, la 

FALSEDAD no es propiamente una excepción. Además, es 

obligación de las Salas, a través del análisis a los autos, 

dilucidar la veracidad con que se conducen las partes, lo que 

es propio del análisis de fondo.  

 

Al resultar inoperantes e infundadas las excepciones 

propuestas por la parte demandada, se impone el deber de 

esta autoridad a continuar con el análisis de fondo de la 

controversia planteada.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

IX.- Análisis de fondo.- Analizado el material 

probatorio que integra la causa, esta Sala resuelve que la 

parte actora ***, *** y ***, demostraron la ilegalidad del acto 

que reclamó a las autoridades de transportes, al tenor de las 

consideraciones siguientes: 
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Artículo 67.- Excepciones previas. 

Se reconocen como excepciones previas, las siguientes: 
I.- La incompetencia del juzgador; 
II.- La litispendencia; 
III.- La cosa juzgada; 
IV.- La conexidad en la causa; 
V.- La falta de legitimación procesal; 
VI.- El defecto en el modo de proponer la demanda; 
VII.- La improcedencia de la vía; 
VIII.- El compromiso arbitral; 
IX.- La transacción; 
X.- La prescripción o la caducidad; 
XI.- La falta de cumplimiento del plazo o la condición a que esté sujeta la acción intentada, salvo que se 
trate de las acciones previstas en el artículo 61, fracción I; 
XII.- La falta de declaración administrativa previa, en los casos en que se requiera conforme a la ley; 
XIII.- La división, el orden y la exclusión; y 
XIV.- Las demás a que den ese carácter las leyes o que las califiquen como dilatorias. 
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En efecto, los actores reclamaron la ilegalidad del acta 

de supervisión número ***, de fecha veinticuatro ***, 

levantada por el C. Jorge Alberto López Ascencio, en su 

carácter de Supervisor adscrito a la Dirección Operativa de la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado; por 

la cual, les fue detenido el vehículo Marca ***, Tipo ***, 

Modelo ***, Color ***, Motor ***, con número serie *** y Placas 

***; así como la omisión por parte de la autoridad de 

transporte de calificar la misma; actuación que expresan les 

causa agravios, toda vez que fue emitida sin observar lo 

señalado en los artículos 137 de la Ley de Transportes del 

Estado de Tabasco, 164 y 165 del Reglamento de la citada 

Ley; que si bien, en la referida acta de supervisión se hace 

constar que el servidor público se identificó con su credencial 

expedida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 

que lo acreditaba como Supervisor de esa Institución, previo 

a haber mostrado el oficio de comisión número ***, de fecha 

veinticuatro ***, que establecía el objeto de la inspección; ello 

se debe a que es producto de un formato o machote, pues, lo 

cierto es que el Supervisor en ningún momento exhibió el 

citado oficio de comisión y tampoco se identificó ante el C. 

***, conductor de la unidad, violentando las formalidades 

esenciales del procedimiento y a las garantías individuales de 

los suscritos, pues conforme al artículo 16 de la Constitución 

de la República Mexicana, el mandamiento escrito de la 

autoridad competente que moleste al gobernado en su 

persona, familia o domicilio, papeles o posesiones, debe ser 

debidamente fundada y motivada la causa legal del 

procedimiento. 

 

Por su parte, las autoridades demandadas señalaron  

que no le causa ningún perjuicio a los actores el acta de 

supervisión, toda vez que la misma fue levantada con fecha 

veinticuatro ***, por el Supervisor adscrito Jorge Alberto 
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López Ascencio, en razón de haber sorprendido en flagrancia 

al conductor de la unidad Marca ***, Tipo Tsuru, Modelo ***, 

Color ***, Motor ***, con número serie *** y Placas ***, C. ***, 

prestando el servicio público de pasajeros sin contar con los 

elementos de operación –tarjeta de circulación, engomados, 

placas, seguro de viajero, permiso y/o autorización-, como lo 

marcan los artículo 25, 69, 70 y 135 fracción I inciso a) c) d) y 

g), de la actual Ley de Transportes para el Estado de 

Tabasco; Por lo que, en tales circunstancias  no es viable que 

se violenten sus derechos consagrados en los artículos 14 y 

16 Constitucionales, ya que demuestran el detrimento 

causado en su persona. Expresando que por lo anterior, no 

es procedente la nulidad lisa y llana del acta de supervisión, 

ya que los agravios que dicen haber sufrido no existen.          

 

Ahora bien, esta autoridad jurisdiccional respetuosa del 

principio de tutela judicial efectiva, está obligada a resolver 

los conflictos planteados por las partes de manera integral y 

completa, conforme a lo prescrito en el último párrafo del 

artículo 8425 de la Ley de Justicia Administrativa, disposición 

jurídica, que recoge el principio pro actione -previsto en los 

artículos 126 y 1727 de la Constitución Política de los Estados 

                                                 

 
25Artículo 84. Las sentencias que dicte el Tribunal no necesitan formulismo alguno, pero deberán 
contener: 
…. 
Al pronunciar sentencia ésta deberá suplir las deficiencias de la queja pero, en todo caso, se contraerán a 
los puntos de la litis planteada. 
 
26Artículo 1º. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozaran de los derechos humanos 
reconocidos en esta constitución y en los tratados internacionales de los que el estado mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta constitución establece.  
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretaran de conformidad con esta constitución y 
con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia.  
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. en consecuencia, el estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
 
27Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su 
derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para 
impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. 
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Unidos Mexicanos, esta autoridad jurisdiccional debe realizar 

la interpretación jurídica en mayor beneficio de los intereses 

de los justiciables, tal y como lo reconoce la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en las siguientes tesis: 

PRINCIPIO PRO HOMINE. SU APLICACIÓN ES 
OBLIGATORIA. El principio pro homine que implica que la 
interpretación jurídica siempre debe buscar el mayor 
beneficio para el hombre, es decir, que debe acudirse a la 
norma más amplia o a la interpretación extensiva cuando se 
trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o 
a la interpretación más restringida, cuando se trata de 
establecer límites a su ejercicio, se contempla en los artículos 
29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación el siete y el 
veinte de mayo de mil novecientos ochenta y uno, 
respectivamente. Ahora bien, como dichos tratados forman 
parte de la Ley Suprema de la Unión, conforme al artículo 
133 constitucional, es claro que el citado principio debe 
aplicarse en forma obligatoria.28 

 

Lo anterior, porque en una definición clara del contenido 

del derecho humano a la seguridad jurídica, contenido en el 

artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, consiste en que la persona tenga 

certeza sobre su situación ante las leyes, o la de su familia, 

posesiones o sus demás derechos, en cuya vía de respeto la 

autoridad debe sujetar sus actuaciones de molestia a 

determinados supuestos, requisitos y procedimientos 

previamente establecidos en la Constitución y en las leyes. 

En este contexto, de conformidad con el precepto citado, el 

primer requisito que deben cumplir los actos de molestia es el 

de constar por escrito, que tiene como propósito que el 

ciudadano pueda constatar el cumplimiento de los restantes, 

esto es, que provienen de autoridad competente y que se 

encuentre debidamente fundado y motivado. De ahí que 

las formas no son solo los requisitos que dan visibilidad a la 

voluntad de la Administración Pública como sujeto del 

                                                                                                                                  

 
 
28Registro: 179233; [TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXI, Febrero de 2005; Pág. 1744. 
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Estado; sino que constituyen un todo para la ciudadanía, 

pues éstas defienden a la administración de los errores, y por 

ende, a los particulares de la arbitrariedad. 

 

La Segunda Sala del Alto Tribunal definió, desde la 

Séptima Época, según consta en su tesis 260, publicada en 

el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-

1995, Tomo VI, Materia Común, Primera Parte, página 175, 

de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.", que por lo 

primero se entiende que ha de expresarse con exactitud en el 

acto de molestia el precepto legal aplicable al caso y, por 

motivar, que también deben señalarse con precisión las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas 

inmediatas que se hayan tenido en consideración para su 

emisión, siendo necesario, además, que exista adecuación 

entre los motivos aducidos y las normas aplicables, lo cual 

tiene como propósito primordial, confirmar que al conocer el 

destinatario del acto el marco normativo en que el acto de 

molestia surge y las razones de hecho consideradas para 

emitirlo, pueda ejercer una defensa adecuada ante el mismo.  

 

Así, la Constitución establece una serie de condiciones 

para los actos de molestia, que conducen a reconocer un 

panorama de mayor alcance y eficacia de la disposición en 

análisis, pues en la medida en que las garantías 

instrumentales de mandamiento escrito, autoridad 

competente y fundamentación y motivación mencionadas, se 

encuentran contenidas en un texto con fuerza vinculante 

respecto del resto del ordenamiento jurídico, se hace posible 

que los gobernados tengan legitimación para aducir la 

infracción al derecho a la seguridad jurídica para asegurar su 

respeto, únicamente con invocar su inobservancia; 

igualmente se da cabida al principio de interdicción de la 

arbitrariedad y, por último, se justifica la existencia de la 
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jurisdicción de control, como entidad imparcial a la que 

corresponde dirimir cuándo los referidos requisitos han sido 

incumplidos, y sancionar esa actuación arbitraria mediante su 

anulación para otorgar la restauración del derecho a la 

seguridad jurídica vulnerado29. 

 

Bajo tales consideraciones, esta Sala advierte que el 

acto reclamado, consistente en el acta de supervisión número 

***, de fecha veinticuatro ***, levantada por Jorge Alberto 

López Ascencio, en su carácter de Supervisor adscrito a la 

Dirección Operativa de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes, NO cumple con todos los requisitos formales 

para su plena validez; toda vez que, de la revisión a dicha 

acta se obtiene que la autoridad de transportes al momento 

de ordenar o instruir la supervisión y vigilancia del transporte 

público en cualquiera de sus modalidades, dejó de observar 

lo establecido en el artículo 12330 Reglamento de la Ley de 

Transportes para el Estado de Tabasco -reglamento vigente a 

en la fecha de emisión del acto-, que establece como 

requisito de validez del acto administrativo que se reclama, 

ser expedido conforme al procedimiento previsto en la norma, 

esto es, que los formatos de actas que sean entregados a los 

Supervisores comisionados, deben contener folio en orden 

progresivo y estar previamente autorizadas por  el Director 

General de Transportes y Director Operativo, de la Secretaría 

de Comunicaciones y Transportes del Estado. 

 

                                                 

 
29Registro 2005777; Décima Época; Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación; Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III; Materia Constitucional; Tesis: 
IV.2o.A.50 K (10a.); Página 2241, del rubro “SEGURIDAD JURÍDICA. ALCANCE DE LAS GARANTÍAS 
INSTRUMENTALES DE MANDAMIENTO ESCRITO, AUTORIDAD COMPETENTE Y 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 16, PRIMER PÁRRAFO, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, PARA ASEGURAR EL RESPETO A DICHO DERECHO HUMANO.” 
  
30Artículo 123.- La Dirección General deberá llevar un registro para el control de los formatos de actas 
que entreguen a los supervisores; los formatos tendrán que estar foliados en orden progresivo, así como 
previamente autorizados con la firma original del titular de la misma y del responsable del área 
correspondiente, para su cotejo a la entrega de las mismas. 
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Entonces, si porque en el caso, el acta se supervisión 

reclamada solo cumple con el requisito de foliado y la firma 

original del Director Operativo, sin estar previamente 

autorizada con la firma original del titular de la Dirección 

General de Transporte; es patente que el acto de autoridad 

cuestionado lesionó el derecho de los actores al no cumplir 

con todas las formalidades que le dieran plena eficacia y por 

ende, cualquier consecuencia que de éste derive no tendrá 

efecto alguno, para mayor ilustración en el caso, se inserta su 

imagen: 

 

  

 

Bajo tales consideraciones, al terno de lo dispuesto en 

el artículo 83 fracción I31 y II, y 8632 de la Ley de Justicia 

                                                 

 
31Articulo 83.- Se declarará que un acto administrativo es ilegal, cuando se demuestre alguna de las 
siguientes causales:  
I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado o tramitado el procedimiento del que 
deriva; 
II. Omisión de los requisitos formales exigidos en las leyes, inclusive por la ausencia de fundamentación o 
motivación en su caso. 
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Administrativa, esta Sala procede a declarar la ILEGALIDAD 

del acta de supervisión ***, de fecha veinticuatro ***; 

consecuentemente, se CONDENA a las autoridades 

demandadas Secretario,  Subsecretario, Director General 

Operativo, Jefe del Departamento de sanciones y Supervisor 

Jorge Alberto López Ascencio, todos de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes del Estado, a dejar sin efectos 

acta de supervisión ***, de fecha veinticuatro ***, por los 

motivos expuestos en el considerando noveno de esta 

sentencia. 

 

Contrario a lo anterior, NO ha lugar al pago de los 

daños y perjuicios que reclaman los accionantes, 

consistentes en los deterioros mecánicos o eléctricos de la 

unidad motriz, que pudieren haberse generado con el tiempo 

que se encontró detenida la misma; toda vez que, como se 

señaló en párrafos anteriores, dicha unidad motriz Marca ***, 

Tipo Tsuru, Modelo ***, Color ***, Motor ***, con número serie 

*** y Placas ***, fue liberada por la autoridad de transportes, 

mediante oficio número ***, de fecha ***, tal y como consta a 

foja 109 de la causa.   

 

De igual manera, no ha lugar al pago de daños y 

perjuicios que alude el artículo 4133 de la Ley de Justicia 

Administrativa, pues aun cuando la indemnización de los 

conceptos en comento fuera una sanción que nace de la 

propia norma, en la medida que establece los supuestos en 

que procede, de una correcta interpretación del propio 

numeral, se colige que para condenar a la autoridad 

demandada al pago de esa indemnización, no basta la 

actualización de la hipótesis en que procede, sino que es 
                                                                                                                                  

 
32Artículo 86.- Las sentencias que declaren fundada la pretensión del actor, dejarán sin efecto el acto 
reclamado y fijarán el sentido de la resolución que deba dictar la autoridad responsable, para 
salvaguardar el derecho del actor.  
33Artículo 41.- La parte demandante podrá pretender, además de lo previsto en el artículo anterior, el 
reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de las medidas adecuadas 
para su pleno restablecimiento, entre ellas la indemnización de daños y perjuicios, cuando proceda. 
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necesario también que el particular acredite su derecho a 

recibirla, esto es, que al margen y con total independencia de 

su monto, demuestre de modo fehaciente los daños o 

perjuicios a su patrimonio y que éstos hubieran sido 

ocasionados de manera directa por la actuación de la 

autoridad demandada.  

 

Es así, que no es lógico ni jurídico condenar a la parte 

demandada al pago de una indemnización, si en el juicio, los 

accionantes, previamente no demuestran que sufrió  un 

menoscabo en su patrimonio como consecuencia directa e 

inmediata de los actos combatidos.- - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Por lo expuesto y fundado, con fundamento en los 

artículos 1º, 16, 30, 38, 39, 81, 83 fracción I y II, 84 y 86, de la 

Ley de Justicia Administrativa, es de resolver y se;  

 

- - - - - - - - - - - - - - - - R E S U E L V E  - - - - - - - - - - - - - - - -    

demostraron la acción que hicieron valer en contra del 

Secretario,  Subsecretario, Director General Operativo, Jefe 

del Departamento de sanciones y Supervisor Jorge Alberto 

López Ascencio, todos de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes del Estado, quienes no justificaron sus defensas 

y excepciones, al tenor de las razones expuestas en los 

considerandos octavo y noveno de la presente sentencia. - - -  

 

Segundo.- Se declara la ILEGALIDAD del acto 

impugnado reclamado por los actores, consistente en el acta 

de supervisión número ***, de fecha veinticuatro ***, 

levantada por el C. ***, Supervisor adscrito a la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes del Estado, al haberse 

actualizado los supuestos de nulidad contenidos en el artículo 

 
Primero.- Los actores **************, *** y ***, 
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en el artículo 83 fracciones I y II, de la Ley de Justicia 

Administrativa.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 
Tercero.- SE CONDENA al Secretario,  Subsecretario, 

Director General Operativo, Jefe del Departamento de 

sanciones y Supervisor ***, todos de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes del Estado, a dejar sin efectos 

el acta de supervisión ***, de fecha veinticuatro ***; así como 

las consecuencias que de éste hubieren derivado.- - - - - - - - -  

 

Notifíquese a las partes de conformidad a lo dispuesto 

en el capítulo XVII de la Ley de Justicia Administrativa, hecho 

que sea anótese en el Libro de Registro como asunto 

totalmente concluido y en su oportunidad archívese la 

presente causa.- Cúmplase.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

 

Así lo resolvió, manda y firma, la licenciada Mónica de 

Jesús Corral Vázquez, Magistrada de la Cuarta Sala del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Tabasco, ante la licenciada Fátima Vidal Aguilar, Secretaria 

Seguidamente se publicó en la lista de acuerdos del día 
veintisiete de los corrientes.- La Secretaria de Estudio y 
Cuenta.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

 

de Estudio y Cuenta, quien autoriza y firma. Doy fe. - - - - - - -

Eliminados los nombres y datos personales de personas físicas (actores). Fundamento Legal: artículo 124 y 
128, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Tabasco.  Artículos 22 y 23 
de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de Tabasco, 
así  como el  numeral  Quincuagésimo noveno de los  Lineamientos Generales en Materia  de Clasificación y 
Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas.- - - - - - - - - - - - - - -

 

 

 

 


